Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 14) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la señora Ministra del Interior, Daisy Tourné, y a la 
doctora María Noel Rodríguez, asesora. 


Como la señora Ministra es una persona de la Casa, nos va a permitir pasar un aviso. 


Con fecha 23 de noviembre recibimos una nota del señor Comisionado Parlamentario 
referente a una entrevista que le solicitaron, que a su juicio no le correspondía, pero que igual eleva a 
la Comisión. Quiero decir que estoy de acuerdo con el señor Comisionado Parlamentario en cuanto a 
que no es un tema suyo, dado que se trata de un ciudadano que pide que se le permita ser defendido 
por sí mismo. Es un tema que ya estuvo en la Comisión de Derechos Humanos y que lo elevamos a la 
Suprema Corte de Justicia. Como el señor Comisionado Parlamentario lo recibió, nos elevó los 
antecedentes. Por lo tanto, dejo esta información en Secretaría y si alguien la quiere se hará la 
fotocopia correspondiente. Reitero que es un tema que la Suprema Corte de Justicia ya conoce y ha 
resuelto, y que esa persona ya fue recibida el año pasado en la Comisión de Derechos Humanos. 


Antes de dar la palabra a la señora Ministra, también quisiera decir que con fecha 5 de 
noviembre recibí el avance del informe de actuación correspondiente al año 2007 del señor 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, en el cual figura parte de sus actuaciones. En 
una nota que adjunta indica que aún le faltan algunos datos, que está procurando obtener. Plantea que 
se le brinde la posibilidad de informar a la Comisión con relación a la problemática que viene dándose 
en el establecimiento de reclusión de Libertad con motivo de la inspección corporal de los familiares 
que concurren a las visitas. 


Nos parece bueno colectivizar esta nota del señor Comisionado Parlamentario y decirles que 
por Secretaría se va a distribuir este avance de informe. El año pasado habíamos visto que era buena 
cosa que no se nos juntara el informe del Comisionado Parlamentario a fin de año, porque se nos hace 
difícil poder tratarlo, y queda en un acto formal de recibir una documentación pero no podemos hacer 
otra gestión desde la Comisión. Si les parece bien, nos podríamos reunir con el señor Comisionado 
Parlamentario el último jueves de este mes -esa es la fecha en la cual normalmente debería reunirse 
esta Comisión- a los efectos de contar con ese informe y de que pueda complementarlo o aportar algo 
más de lo que contiene este avance. 


(Apoyados) 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Señora Presidenta: como usted sabe, es un enorme gusto para 
mí estar con mis compañeros de esta Casa, porque yo sigo perteneciendo a ella. Siempre digo que 
estoy con pase en comisión. 


Ustedes ya conocen a mi asesora en la materia, la doctora María Noel Rodríguez; muchas 
veces me ha acompañado y ha atendido pedidos o informaciones que los señores y señoras 
Legisladoras han solicitado. 


La última vez que vine a esta Comisión bicameral, si no recuerdo mal, estábamos en plena 
teoría del canje. Por suerte, hemos superado esa etapa. 


Quería poner al tanto a la Comisión de algunas novedades y de datos que sé de su 
preocupación, y que me parece muy necesario que los señores y señoras parlamentarias conozcan. 


Voy a empezar por la infraestructura penitenciaria, que fue una de las preocupaciones 
planteadas en nuestro primer encuentro y, también, en otros que hemos tenido en varias instancias. 


Inclusive, recuerdo haber concurrido por este tema a la Comisión de Presupuesto. 


En primer lugar, quiero referirme al convenio que teníamos con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas para construir 750 plazas. Ya los estoy invitando para la inauguración, el 14 de 
noviembre, fecha en que nos entregará las plazas ese Ministerio. Como ustedes saben, esto es 
importante; todos hablamos de la necesidad de contar con más plazas por el tema del hacinamiento. 
Supongo que los señores y señoras Legisladoras estarán al tanto, a través de la prensa, de que hace 
cuestión de unas dos semanas, quizás un poco más, inauguramos en Libertad 240 plazas de mínima 
seguridad, donde ahora están alojados reclusos que trabajan o estudian, que tienen muy buena 
conducta y trayectoria. Tuve el gusto de ir a saludarlos cuando los trasladamos a las nuevas 
localidades, y nos manifestaron un sentimiento muy especial de reconocimiento por ese avance porque 
estaban en condiciones mucho mejores, más humanas, donde podían hacer su vida y sus proyectos. 
Si bien están limitados por la carencia de libertad, fue buena cosa verlos trabajar entusiasmados, con 
un muy buen patio, donde tomar sol. Esas cosas incentivan, precisamente, las mejores conductas de 
los reclusos y su posible rehabilitación. En este caso hablamos de 250 plazas. 


El 14 de noviembre -espero tener el placer de contar con la presencia de los señores y 
señoras Legisladoras- vamos a recibir estas 750 plazas para reclusos, lo que representará un gran 
alivio. Como recordarán, en los primeros meses de este período del Ministerio que encabezo decidimos 
realizar traslados de reclusos al interior porque estábamos teniendo problemas disciplinarios muy 
fuertes con una situación de riesgo muy grande. Tomamos una decisión que fue muy polémica; 
inclusive, se organizaron marchas en algunos departamentos del interior contra esta medida. Hubo 
alrededor de diez o doce planteamientos escritos, que llegaron desde la Cámara de Representantes y 
de la de Senadores al Ministerio, en los que se reflejaba la preocupación por esa situación. 


La evaluación que hacemos es que -como es de público conocimiento- no hubo 
absolutamente ningún problema con ninguno de los reclusos que fueron trasladados. Y ayer tuve el 
placer de recibir una comunicación telefónica del señor Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro 
Garcé, quien se encontraba en el departamento de Treinta Tres. Me llamó desde la cárcel, primero 
para decirme que tenía una excelente impresión del estado de la cárcel; como se recordará, la Cárcel 
de Treinta y Tres estaba en condiciones edilicias embromadas. Me dio mucho placer que me 
comentara lo que es obra del equipo de la Jefatura de Treinta y Tres; estamos hablando del Inspector 
Martinelli y de Muniz, quien supo ser comisario de la Comisaría que se desempeña en esta Casa, y 
que es un excelente oficial. Insisto en que fue un placer recibir esa llamada del Comisionado 
Parlamentario diciéndome que estaba gratamente impresionado de las condiciones edilicias de la 
Cárcel de Treinta y Tres, a cargo de ese nuevo comando, del Inspector Martinelli y del Inspector Muniz. 
Además, me dijo: "La política de traslado por un lapso, que tú realizaste, que fue tan criticada, como 
conozco a los reclusos y los veo ahora en el patio, andando libres, con excelente comportamiento, vale 
la pena reconocer que por lo menos en este departamento fue un éxito". No hemos tenido problemas 
en ningún departamento. 


[Creemos que vamos a poder cumplir con la promesa que hicimos a las señoras y señores 
Jefes de Policía en el sentido de que llegábamos a fin de año volviendo con los traslados que 
habíamos realizado. Incluso lo vamos a trabajar igual que trabajamos los traslados en contacto con 
cada Jefe o Jefa. Vamos a volver a tratar el traslado hacia el COMCAR y Libertad porque hay algunos 
que a lo mejor ahora conviene dejar en los lugares porque no dieron ningún problema. Pero, como 
hicimos con el traslado, eso también va a ser resorte de resolución de consulta con los Directores de 
las cárceles, Jefes y Comandos Departamentales. Quería traer esto porque es una evaluación a todas 
luces sin problemas. 


Ya los invité para que el 14 de noviembre nos acompañen a la hora 9 para recibir estas 750 
nuevas plazas. Otra noticia que me parece importante también surge de situaciones dolorosas que 
tuvimos que vivir en el Penal de Libertad. Como saben -lo dije en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, no en esta- nosotros ahora tenemos en Libertad 
componentes que no solía tener esta cárcel. Me refiero a jerarcas, por decirlo de alguna manera, 
"tenientillos" -entre comillas- de la droga. Entonces, no son presos fáciles. Y se combinan con reclusos 
de aproximadamente treinta o treinta y cinco años de edad y treinta de pena. Por lo tanto, no se sienten 


con muy buena voluntad de contribuir al buen funcionamiento del penal. Eso nos hizo vivir situaciones 
difíciles y planteamos dos cosas. 


Lo primero fue el cambio del comando del penal. Creo que fue un gran acierto el 
nombramiento del mayor Diego Fernández y del mayor Leonardo Conde, que ocupan actualmente la 
Dirección y la Subdirección, a partir de los hechos en los que decidimos relevar el comando anterior y 
nombrar este. Creo que fue un acierto del equipo ministerial darles esta responsabilidad porque se ha 
ordenado muchísimo. 


Evaluando con ellos, teniendo en cuenta ciertas recomendaciones que nos hiciera el propio 
Comisionado Parlamentario y conversaciones y preocupaciones recogidas también de parlamentarios 
de esta Casa, junto con la Dirección Nacional de Cárceles confeccionamos un proyecto para la 
construcción de una cárcel de máxima seguridad de aproximadamente cuarenta plazas. Ese proyecto 
lo presentamos a consideración del Consejo de Ministros y del Señor Presidente de la República. Si no 
me equivoco, hace un par de días recibimos el llamado del Ministerio de Economía y Finanzas 
señalando que el señor Presidente de la República veía con buenos ojos ese proyecto y que 
empezaríamos a conversar sobre la posibilidad de financiamiento. Se nos trasmitió que se estaba 
pensando -estoy hablando hipotéticamente; estas cosas hay que conversarlas, pero me parece que 
tengo que informar- en un refuerzo de rubros en el mes de enero, que nos permitiría construir esta 
cárcel de máxima seguridad de cuarenta plazas, que es más o menos el número de reclusos 
problemáticos -no me gusta calificar, pero de alguna manera los tengo que llamar- que tendríamos en 
Libertad. 


Creo que este cuadro -las 250 plazas que inauguramos hace quince días, las 750 que 
inauguraremos la semana entrante, más la posibilidad de construcción de una cárcel de máxima 
seguridad- nos está dando un respiro bastante interesante al problema de disciplina y control de los 
penales, que era una de las preocupaciones, conjuntamente, por supuesto, con la del hacinamiento y 
de las condiciones de reclusión del resto de los reclusos. No digo que sea la solución final ni mucho 
menos, pero es un notorio avance si tenemos en cuenta la situación de la que partimos en este tema. 


Me interesa informarles que el sector de Enfermería del Complejo Carcelario de Santiago 
Vázquez fue totalmente remodelado. Eso también formaba parte de las demandas de los presos y 
generaba preocupación. 


Ustedes saben que inauguramos un nuevo proyecto porque tenemos esta nueva realidad 
carcelaria que no podemos ignorar y que nos preocupa mucho: un alto número de jóvenes primarios 
con dependencia de narcóticos, mayormente pasta base. Por esa razón instrumentamos junto al 
MIDES, a la Jefatura de Policía de Montevideo y al CNR una experiencia piloto que trabaja en módulos 
donde se van a atender las dos puntas del problema: la reclusión y la rehabilitación después de haber 
cometido un delito, y la dependencia. Vamos a empezar con una experiencia piloto, con 
aproximadamente unos setenta o cien reclusos, que irán siendo diagnosticados por un equipo técnico 
en el octavo piso de Jefatura, que estará a nuestra disposición. Los van a diagnosticar para ver la 
factibilidad de una rehabilitación en los reclusos o reclusas afectados por la dependencia a la droga. 
Van a estar allí aproximadamente seis meses, obviamente controlados, vigilados, por un equipo 
multidisciplinario. Luego van a pasar a un ala especial del CNR, ubicado en el ex Hospital Musto. Allí se 
va a seguir trabajando en ambas patas, la social y la de dependencia. Y cuando por parte de los 
equipos técnicos se considere que el recluso está en condiciones, pasará al programa CNR, 
directamente a la inclusión laboral. 


Este es un inicio porque tenemos mucha gente en estas condiciones. Vamos a iniciar este 
proceso porque es un nuevo problema que tenemos que atender, con una nueva modalidad que 
queremos probar y evaluar porque, si es necesario, si la experiencia da resultados -tiro una puntita- 
habrá que buscar los recursos económicos necesarios para ampliar este proyecto. 


Si observan las fichas de los primarios, verán que es muy alto el porcentaje de los primarios 
varones con problemas de drogodependencia. Eso hace muy difícil la convivencia y un montón de 
cosas. Entonces, decidimos hacer esta experiencia piloto que nos permitirá probar una nueva 


metodología de trabajo y si nos da resultados, para expandirla tendríamos que ponernos a hablar de 
dinero. Hoy, la verdad es que debemos agradecer la cooperación del Ministerio de Desarrollo que nos 
va a facilitar los técnicos para que esto sea posible. Es un trabajo en conjunto. 


Por último, ya iniciamos el llamado a licitación para la construcción de lo que venía 
presupuestado que son las cárceles de Rivera y Treinta y Tres. Ustedes saben que vamos a transitar la 
modalidad público-privado, así fue votado y nos parece lo mejor porque con toda la alegría que tengo 
de inaugurar el 14 las 750 plazas, tengo que decir tuvimos que aplazar esto mucho tiempo. La fecha 
real era 1” de enero de este año y será el 14 de noviembre. 


Esto, en materia de infraestructura, me parece que es un informe lo más ajustadito posible 
según las condiciones actuales. 


Creo que hemos tenido también un avance con el personal penitenciario en sí. El mismo día 
que inauguramos las 240 plazas de mínima seguridad para reclusos que trabajan y estudian, también 
tuvimos el placer de inaugurar la policlínica para el personal penitenciario que es muy completa. La 
verdad es que es muy linda. Yo no esperaba que estuviera tan linda; me impresionó muy bien. Lo 
destaco especialmente porque uno no se da cuenta de lo que significa esto cuando lo ve desde afuera, 
pero lo cierto es que cuando se dan estas refriegas -estas situaciones de violencia que suceden 
lamentablemente en el penal- muchas veces nuestros efectivos resultan lesionados, conjuntamente 
con algún recluso, y si hay que elegir quién va en la ambulancia, va el recluso y nuestro personal se 
queda herido esperando que haya una posibilidad. 


Ustedes no saben la alegría que tenía el personal por el hecho de tener allí la policlínica, 
donde hay tres camas, se puede atender simultáneamente y se cuenta con todo el material necesario 
para hacer atención primaria a nuestro personal. Pónganse en el lugar de haber pasado por una 
refriega, haber resultado herido y tener que esperar porque primero está el recluso. No era justo ni 
equitativo. Creo que esto ha sido bueno y ellos así lo consideran, porque con el círculo de los 
penitenciarios nosotros tenemos una negociación en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
mediante la cual vamos concediendo cosas; esta es una de ellas. 


También me parece importante destacar, a efectos de que los señores Diputados estén el 
tanto -esto fue público- algunas mejoras en la capacitación de los funcionarios. Algunos operadores 
fueron a Suecia a conocer el sistema penitenciario de ese país y a realizar un seminario. Por más que 
a veces las cosas no se puedan aplicar del todo, quienes hemos tenido la oportunidad de conocer otras 
realidades, sabemos que aprendemos, abrimos nuestra cabeza, después venimos y a la uruguaya 
tratamos de instrumentar cosas. Estos también son reconocimientos para funcionarios que tal vez 
estén en la zona más gris del Ministerio. Estos funcionarios tuvieron la posibilidad de ir a Suecia, 
acompañados por la doctora Rodríguez. Después tuvimos la visita de una Jueza de la Corte de 
Minnesota, Estados Unidos, y también de un operador público, conversó con ellos e hicieron un 
intercambio sobre cómo trabajan unos y otros. Estas cosas alientan. Asimismo, en el nivel nacional, 
tenemos personal que está haciendo un perfeccionamiento de operadores penitenciarios en la Escuela 
de Funcionarios Públicos "Aquiles Lanza". También estamos haciendo capacitación en indicadores de 
gestión con la OPP, que es lo que queremos comenzar a emplear. Esto es muy bien recibido por el 
personal penitenciario: que se lo tenga en cuenta, que se lo capacite y que se implementen y atiendan 
sus necesidades. Creo que estos son avances. 


Sé que otro tema que interesa a los señores Diputados es el seguimiento de la Ley de 
Humanización de Cárceles. El artículo 1? ya se aplicó, se acabó y no se aplica más. De cualquier 
manera, me gustaría subrayar que tuvimos 827 liberados y que solo el 18% reincidió. Si no me 
equivoco, la reincidencia general está en casi un 60%. Por lo tanto, la reincidencia en estos casos es 
muy baja. 


Sí me interesa hablar -esta es una de las cosas en que teníamos consenso en el sistema 
político- sobre la redención de la pena. Esto camina mucho, inclusive teniendo en cuenta las 
condiciones de infraestructura que tenemos. Voy a dar algunos datos -si quieren, dejo una copia de la 
información para que los señores Diputados la manejen-: en 2004, había 435 reclusos que estudiaban 


y 1.103 que trabajaban; en 2005, había 552 que estudiaban y 1.271 que trabajaban -se incrementó-; en 
2006, había 1.122 que estudiaban y 1.612 que trabajaban -estoy hablando a nivel de todo el país-; en 
2007, sin haber concluido el año, ya tenemos a 1.126 que estudian y a 1.976 que trabajan. Por lo tanto, 
este año tenemos 3.102 reclusos que estudian y/o trabajan. 


Este artículo que votamos todos por unanimidad es muy significativo y amerita una 
evaluación muy positiva; inclusive en condiciones embromadas de reclusión, hacinamiento, etcétera, 
esto marcha muy bien. Recuerdo una llamada del Comisionado Parlamentario en ocasión en que 
estuvo en Salto, diciéndome que estaba encantado con las condiciones de esa cárcel, que estaba muy 
bien, y que de lo que estaba más encantado era de que en Salto hay un 90% de reclusos que, de un 
modo u otro, se acogieron a la redención de la pena. No quiero decir cuál es la tarea de los 
Legisladores, pero no es solo votar, sino controlar que la implementación de las leyes que votaron sea 
pertinente y acertada, y me parece que este dato lo constata. Asimismo, voy a decir que el índice de 
los reclusos -esto también fue votado- que están en régimen de prisión domiciliaria es muy alto. En 
total, en todo el país, hay 56 reclusos que están en este régimen que también habilitó esta ley, 
mediante el decreto que reglamenta la prisión domiciliaria, dando cumplimiento a lo resuelto en la 
Cámara de Diputados. 


Otro de los intereses sobre los que también habíamos discutido acá es la unificación del 
sistema, es decir, que no haya un sistema para COMCAR, otro para el Penal de Libertad, otro para el 
CNR, otro para la cárcel de mujeres, y después cada maestrito con su librito en los distintos 
departamentos. Eso se está llevando adelante. A corto plazo, ya entrarían al sistema unificado San 
José y Colonia; se está conversando acerca de los últimos detalles. Esto es muy importante, así como 
también la aprobación a nivel nacional del Reglamento Disciplinario y de Convivencia para Personas 
Privadas de Libertad. Esto llevó una gran discusión. Los señores Diputados recordarán que habíamos 
sido observados como país por organizaciones internacionales, en el sentido de que el Reglamento no 
cumplía con las normas correspondientes. Ahora contamos con este nuevo Reglamento. Se trata de un 
trabajo en profundidad que ha hecho la doctora Rodríguez. Esto da lugar, a su vez, a un manual 
informativo para personas privadas de libertad; es decir que cada recluso va a poder contar con su 
manual y va a estar correctamente informado sobre cuáles son sus condiciones. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En el día de hoy, Naciones Unidas nos comunicó que ya están prontos los 
cinco mil manuales que solicitamos que imprimieran con la calidad y la forma que teníamos previstas; 
en breve estarán llegando a la Dirección Nacional de Cárceles. Luego de haber consultado con la 
señora Ministra, queremos invitarlos, en una fecha a convenir -quizás el 10 de diciembre- a una 
presentación pública del manual. Invitaremos a autoridades de las Naciones Unidas, del Ministerio del 
Interior y a integrantes de esta Comisión, que es bicameral. Además, para poder realizar este trabajo 
Naciones Unidas coordinó y consultó con esta Comisión bicameral. Para nosotros va a ser muy 
importante presentarlo públicamente. Vamos a aprovechar los próximos días para hacer la distribución 
de este manual a nivel nacional. Este manual llegará a cinco mil de los siete mil reclusos existentes, ya 
que la idea es trabajar para que los reclusos puedan leerlo dentro de las celdas o en los pabellones. 
Dejamos formulada la invitación para la presentación. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Hay algo que preocupa al Comisionado Parlamentario y 
también a algunos Legisladores; me refiero a las requisas. Para implementar y evitar problemas, se 
está trabajando en una Guía de Procedimiento Penitenciario para la función de la requisa. Esto es 
verdad. La requisa tiene que realizarse de acuerdo con el respeto a los derechos humanos y al 
derecho vigente. También digo que las requisas son necesarias y que a raíz de las realizadas en el 
Penal de Libertad, tenemos cuatro procesamientos. Se incautó droga a una persona que iba a 
suministrar y hay otros en etapa de presumario. Me parece que hay que hacer las dos cosas; la requisa 
no puede dejar de hacerse dentro de las normas del derecho y el respeto a los derechos humanos. 


Por eso, nos estamos reuniendo para elaborar un documento; así como elaboramos el 
protocolo de atención para los casos de violencia doméstica, que está pronto y se publicará para que 
los policías sepan exactamente cómo proceder ante ese tipo de denuncias, vamos a elaborar un 
protocolo para que sepan cómo deben hacer las requisas dentro del marco de derecho que rige en 
nuestro país y de acuerdo con las convenciones internacionales que hemos aprobado. También es muy 
importante el fortalecimiento tecnológico que hemos hecho para apoyar esto. En ese sentido, hemos 


comprado dos arcos detectores de metales y detectores manuales y estamos por adquirir un detector 
portátil para drogas especialmente. Estos son elementos que ayudan. 


Por otra parte, he hablado sobre este tema con el Director del Penal de Libertad, Mayor 
Diego Fernández, porque el señor Comisionado Parlamentario me lo planteó, y le creo al oficial que 
está cargo cuando dice que hay respeto, pero tenemos el acuerdo de realizar este protocolo para tener 
un marco claro y acordado acerca de cómo llevar adelante las requisas. Pero también evaluemos que 
desde que se cambió el Comando, la realidad es otra. Hay que contar toda la película. 


En cuanto a la tecnología, habrá un gran avance cuando el 1” de enero comencemos a 
implementar la compra tecnológica que ustedes votaron en la Rendición de Cuentas, que nos va a 
permitir hacer videovigilancia, informatización y compartir datos; inclusive, vamos a hacer un trabajo en 
sociedad con Policía Técnica y Cárceles a través del sistema Eifis. Se compraron computadoras de 
última generación para poder informatizar todos los datos, lo que también es un interesante avance. 
Asimismo, a medida que se va evaluando cómo se trabaja y se advierten las dificultades que surgen, 
han ido apareciendo propuestas de la propia gente involucrada, tanto del Director y del Subdirector de 
Cárceles como de todos los integrantes de los niveles de dirección de los organismos. A muy corto 
plazo, vamos a crear una reingeniería que pueda contener esa unificación, o sea que se cuente con un 
departamento informático, con una oficina de planeamiento, en fin, con una serie de cosas que no voy 
a mencionar porque no los quiero aburrir. 


Si la señora Presidenta me permite, quiero hacer dos o tres comentarios y luego pedir que, 
para referirse a otros relacionamientos que estamos llevando adelante, haga uso de la palabra la 
doctora María Noel Rodríguez. 


Me parece importante que también tengan en cuenta nuestro relacionamiento a nivel 
nacional con la Junta Nacional de Drogas, con la que estamos haciendo cursos y folletería para 
desestimular la nueva realidad que tenemos con el consumo y la dependencia de los reclusos. 
Estamos implementando equipos de trabajo a la interna de la población reclusa, para trabajar en este 
tema de alguna manera. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Se tiene algún estudio preliminar sobre cuánta sería la población carcelaria que 
tendría dependencia toxicológica en la actualidad? ¿El Ministerio maneja algún dato con relación al 
universo total de procesados o condenados que hoy están cumpliendo pena en el sistema carcelario 
nacional y sufren dependencia? 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Tenemos alguna aproximación, pero quiero decir la verdad: no 
tenemos un estudio científico basado en el cual pueda decir datos exactos. En función del estudio de 
los casos de los reclusos que van ingresando, puedo decir que fácilmente podemos andar en un 50% 
de la población, con diferentes niveles; esto no es parejo. No es lo mismo una dependencia leve de 
marihuana que de pasta base, que es terrible. Debemos manejar ese porcentaje con el debido cuidado, 
porque no es un dato científico, sino una idea que más o menos nos hemos formado; pero nos 
preocupa llegar a la cifra real. Estamos tratando de dar cursos al personal, porque manejarse con esta 
población es muy difícil; deben tener especialización. Junto con la Junta Nacional de Drogas estamos 
buscando especializar a determinada gente de nuestro personal para que pueda dedicarse a esto. 


Por otra parte, ha habido un importante avance con la Suprema Corte de Justicia. 
¿Recuerdan las discrepancias que teníamos en cuanto al número de procesados, penados, etcétera? 
Nos hemos sentado a conversar y advertimos que las diferencias radicaban, sobre todo, en los 
parámetros utilizados y en cómo eran medidas las cifras. La Suprema Corte de Justicia no computaba, 
por ejemplo, los procesos de este año, por lo que quedaba un montón de gente fuera, y contabilizaba 
como penados a los sentenciados en primera instancia. Conversamos de esas cosas y las acordamos. 
Sigue funcionando una mesa de diálogo que instalamos con la Suprema Corte de Justicia, en la que 
estamos coordinando acciones para el monitoreo de las personas privadas de libertad. 


También quiero adelantar algo que tenemos en borrador -que nos interesa conversarlo, no en 
esta oportunidad sino en otra-; me refiero a medidas alternativas a la pena de reclusión que, junto con 


los avances edilicios, de infraestructura, significaría dar un paso importante, que nos permitiría un 
mejor manejo de la situación y, sobre todo, mejores condiciones de reclusión para las personas 
privadas de libertad. Hemos conversado al respecto y lo seguimos haciendo; tenemos un super 
borrador, que no tiene ningún estatus; pero, por lo menos, tenemos un borrador. 


Asimismo, en alguna oportunidad conversamos con la señora Embajadora de Portugal -lo ato 
con el tema anterior, porque son necesidades que tenemos, y nos vendría bárbaro que nos ayudaran a 
lograr que se concretaran como realidades- quien nos hizo conocer la buena intención de su Gobierno, 
concretamente del Ministro de Justicia de ese país, de llegar a un acuerdo para que nos entreguen 
pulseras de control de los reclusos. Esto nos servirá para controlarlos en las salidas transitorias, 
cuando cumplan penas alternativas o para los casos de violencia doméstica; o sea que nos serán útiles 
para el control de las medidas cautelares. Si lográramos impulsar a nivel legislativo un cambio en la 
normativa de las medidas alternativas, conjuntamente con la aprobación de la ley de procedimiento 
policial -sé que se discutirá el 14, por suerte- y pudiéramos contar con el avance tecnológico que 
implicaría la obtención de esas pulseras, contribuiríamos a ir bajando cada vez más los picos críticos 
que tiene el sistema penitenciario y seguirá teniendo hasta que logremos consolidar una situación, que 
terminaremos de hacerlo recién cuando se concreten las construcciones que tenemos planificadas en 
asociación público-privada y tengamos la posibilidad de que se construya el penal de máxima 
seguridad. Todo eso, complementado con la tecnología, con las pulseras para controlar y con el cambio 
del régimen actual de medidas alternativas, nos colocaría, en un año o poco más, en una situación muy 
buena, en América Latina por lo menos. 


A efectos de que demos cuenta de los avances que se han producido con la Corporación 
Andina de Fomento, con el Banco Interamericano de Desarrollo y con el PNUD, que me parece que los 
señores Legisladores tienen que conocer, solicito que se otorgue la palabra a la doctora Rodríguez. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Quizás algunos de ustedes recuerdan que en el mes de mayo nos visitó una 
misión de la oficina de Naciones Unidas contra el crimen y la droga, ONUD, con sede en Viena, que 
hizo una recorrida bien exhaustiva de nuestros establecimientos carcelarios. Fue una misión que se 
coordinó con la Junta Nacional de Drogas y que culminó con un informe aprobado por dicha Junta en 
pleno. Se solicitó la posibilidad de contar con apoyo internacional para la implementación de una serie 
de recomendaciones que ONUD realiza en relación a nuestro sistema carcelario. Concretamente, en 
uno de los puntos se solicita el financiamiento de dos proyectos para tratamiento de jóvenes adictos en 
el COMCAR y Cabildo, como forma de complementar lo que el Centro Nacional de Rehabilitación, 
CNR, va a hacer con aquellos primarios en sus instalaciones. Esto en lo que refiere a ONUD y al 
trabajo que estamos haciendo con la Junta Nacional de Drogas, priorizando COMCAR y Cabildo como 
los centros de mayor consumo y problemática en relación a las drogas. 


También ONUD plantea la necesidad de hacer un diagnóstico en lo que refiere a los 
programas de rehabilitación, en particular de trabajo y estudio, pero a nivel nacional, focalizando la 
acción en aquellos establecimientos que quizás presentan mayores dificultades. Esa recomendación 
de ONUD nos permitió acercarnos al programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. Seguramente, 
antes de fin de año, Naciones Unidas esté financiando esa consultoría para poder tener un diagnóstico 
a fondo de los programas de rehabilitación y una estrategia que nos permita, inclusive identificando 
fuentes de financiamiento, poder aumentar sobre todo las actividades de corte productivo dentro de los 
establecimientos de reclusión. 


En lo que refiere a la Corporación Andina de Fomento, ya está formalizada la solicitud de 
apoyo a la cooperación andina, a los efectos de poder tener un plan de infraestructura, pero ya con un 
mayor nivel de desarrollo. El Ministerio tiene un plan de infraestructura, que es el buque insignia que 
nos permite ir concretando las obras que la señora Ministra recién relataba. Pero queremos hacerlo 
con mayor precisión y, sobre todo, pudiendo detallar las acciones e intervenciones que debemos hacer 
en cada una de las cárceles del interior del país. Fundamentalmente, lo que se le está pidiendo a la 
Corporación Andina de Fomento es poder preparar una eventual operación público-privada, que es lo 
que nos habilita la ley de Rendición de Cuentas. Me refiero a la construcción de un módulo en 
COMCAR y otro en Maldonado bajo el régimen de concesión de obra pública. Lo cierto es que Uruguay 
no tiene experiencia en esta materia. La experiencia más próxima que tenemos es la de Chile, en 
donde estuvimos e hicimos los contactos necesarios. Precisamente, mañana el BID nos va a facilitar 
una videoconferencia, que va a coordinar Chile, Washington, Montevideo, para poder seguir avanzando 


en las preguntas que tenemos todavía pendientes. Pero lo cierto es que no hay suficiente capacidad 
instalada en el Uruguay para trabajar en lo que hace al régimen de concesión en materia penitenciaria. 
En este sentido, la idea es que la Corporación Andina de Fomento colabore para identificar esa 
operación, las características que tendría y, eventualmente, preparar los pliegos para hacer los 
llamados necesarios para estas dos unidades. 


En lo que refiere al Banco Interamericano de Desarrollo, queremos señalar que también nos 
acercamos a esta institución para plantear algunas inquietudes. Hemos recibido muy buenas señales 
de parte de la sede, para poder trabajar, básicamente, en lo que refiere a las medidas alternativas. Se 
podrá hacer un real dimensionamiento de nuestra población reclusa. Al Banco le parece muy llamativo 
que el Uruguay tenga las tasas de "prisionización" más altas de América Latina, con lo que eso implica 
en materia económica; es decir, el gasto que el Estado enfrenta al tener una tasa tan desproporcionada 
de personas presas. Por ese motivo, ya estamos en camino de hacer una contratación de dos 
consultores internacionales de altísimo nivel, gracias a una donación del Banco Interamericano de 
Desarrollo, para poder hacer ese estudio. Nos pareció importante tener un monitoreo externo de la 
implementación de la ley de humanización, más allá de los resultados satisfactorios que nosotros 
estamos evaluando. Nos parece de rigor tener también un monitoreo internacional para ver qué cosas 
habría que cambiar de las que todavía estamos pudiendo ejecutar, como la redención de la pena y el 
tema del 5%. Al respecto, ya tenemos treinta y una personas liberadas, entre hombres y mujeres, que 
han podido incorporarse a obras y servicios que se han licitado. Al inicio, tuvimos alguna dificultad y 
provocamos un decreto para poder tener algún control. Las cifras ahora empiezan a ser realmente 
alentadoras. 


Por último, en lo que hace a la interna de la administración, también estamos trabajando con 
el Instituto Nacional de la Mujer, y hace más de un año que funciona una mesa de trabajo sobre la 
condición de las mujeres privadas de libertad. También, estamos concretando acciones con el INAMU y 
el CLAEM, que tienen que ver con la situación de la mujer. Dentro de pocos días estaremos sacando 
un tríptico que va a tratar específicamente lo que hace a los derechos de las mujeres en reclusión. A su 
vez, vamos a organizar un seminario -la señora Diputada Payssé ha dado una buena mano en ese 
sentido- y utilizaremos el Parlamento para que exponga la experta internacional Carmen Antony. 
También, debemos destacar que una vez que tengamos el procedimiento que la Ministra refería con 
relación a requisas, el INAMU nos va a dar los fondos necesarios para actuar en consecuencia. Vamos 
a colocar en todos los lugares de requisas de los establecimientos de reclusión información sobre cuál 
es el procedimiento, qué es lo que se debe y no se debe hacer en una requisa como protección de la 
mujer u hombre que ingresa a prisión, y también del funcionario, para que tenga las reglas claras en 
ese sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esta es la tercera invitación que se realiza. 


Ese trabajo de la mesa de reclusas con la experta Carmen Antony será el 6 de diciembre en 
esta Casa, y están todos invitados. 


SEÑOR CID.- Quisiera hacer algunas preguntas, porque tengo entendido que ha habido alguna 
dificultad. 


En cuanto al llenado de las vacantes que habíamos votado en el Parlamento para ingresar al 
cuerpo policial y al cuerpo de control penitenciario, quisiera saber en qué etapa se está y como viene 
evolucionando ese tema. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- No debemos olvidar que para ocupar la vacante primero hay 
que concursar y luego hacer un curso de formación. Del décimo curso hemos tenido trece egresos, del 
onceavo, 53, y este fin de año egresarán 74 más. Tenemos un total de 130 Agentes de Segunda, con 
quienes mantuve contacto hace poco tiempo; los fui a ver. Esto es muy importante, pues uno de los 
puntos críticos es el personal penitenciario. 


A veces a la gente que no está debidamente informada el régimen de trabajo les llama la 
atención. Las personas que se desempeñan a nivel penitenciario generalmente son de frontera y, por 


eso, trabajan una semana y otra es libre. Es una vida muy dura. He dicho muchas veces públicamente 
que cuando uno empieza a interiorizarse de la vida de nuestros funcionarios, da la impresión de que 
tiene presos civiles y presos de uniforme, por el régimen de vida que comparten. Es muy difícil. Pero 
estos nuevos ingresos, que culminarían con estos setenta y cuatro que egresarán en diciembre, son un 
interesante refuerzo, sobre todo teniendo en cuenta que vamos a instalar infraestructura nueva. Viene 
muy bien el personal joven que va a egresar, especialmente capacitado para penitenciaría, para 
atender esta nueva realidad que va creciendo en plazas en forma bastante numerosa. 


Ustedes deben estar al tanto de que anunciamos algunas modificaciones al reglamento de 
ingreso para lograr llenar las vacantes. Es bueno que uno vaya evaluando y vaya viendo como sus 
buenas intenciones se van concretando en realidad o no. En esta materia evaluamos y nos dimos 
cuenta de que era necesario hacer algunos cambios para acelerar el proceso de ingreso. Nos parecía 
que si los muchachos y las muchachas que querían ingresar ya tenían la documentación que probaba 
que tenían cursado hasta tercer año de Secundaria era un poco ocioso volver a pedirles una prueba de 
conocimientos teóricos. Por esa razón no se la vamos a pedir. 


Por otra parte, hemos atendido el planteamiento lúcido de algunos Jefes y Jefas de Policía 
del interior -y esto referido no solo a lo penitenciario sino a lo general- que nos dijeron que mucha 
muchachada del interior profundo, de las pequeñas localidades, sin demasiados recursos económicos, 
que no pudieron ir a localidades más grandes o a la capital a estudiar en el liceo, igualmente tenían 
vocación e intención de quedarse en el lugar. Lo pensamos mucho porque entendemos que la 
seguridad debe ser atendida con buen nivel. 


Por eso, excepcionalmente, en aquellas localidades del interior que necesiten personal y en 
las que no haya gente que aspire teniendo tercer año de liceo, exceptuamos a sexto, con una 
condición, y es que tienen que desempeñarse en esa localidad y hasta tanto no terminen el ciclo de 
tercer año de liceo no podrán entrar el traslado al que todos los demás tienen derecho. Nos pareció, si 
se quiere, una evaluación que atiende la realidad de nuestro país y en ese sentido cambiamos el 
Reglamento, que como saben debe ser por decreto y en el que está la firma del señor Presidente de la 
República. 


SEÑOR ABT.- Quería hacer una pregunta con respecto al tema de los reclusos con problemas de 
drogas, que también explicaron. Quisiera saber qué seguimiento se hace a los reclusos una vez que 
terminan la condena o cuando realizan salidas transitorias y sufren ese problema. Me interesaría saber 
si se les cuida, si hay un convenio con alguna otra organización o algo que los mantenga protegidos 
cuando están fuera del recinto. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Esa es una temática novedosa que recién estamos empezando 
a tratar. Una vez que un recluso es liberado ya no depende de nosotros. Esto responde la primera 
parte de la pregunta. 


Con respecto a cuando salen en transitoria, yo creo que estas nuevas realidades -pero es mi 
opinión, señor Diputado- deben ser evaluadas a la hora de otorgar la salida transitoria, según la etapa 
de dependencia en la que los reclusos estén, porque la situación podría agravarse o no. Todo depende 
de cada caso en particular. Creo que hay que analizar el tema pero, como dije, si bien es un dato que 
existía, es recién en este período que lo estamos empezando a estudiar como problema y a buscar las 
soluciones. Realmente influye de manera muy fuerte en los cambios que se han producido en las 
cárceles. 


SEÑOR GUARINO..- Voy a referirme al tema que se estaba tocando, relativo a los ingresos. En primer 
lugar, quiero decir que nos pareció muy bien la excepción que se hace para algunas localidades del 
interior en las que realmente hay gente interesada en ingresar pero tiene un problema. Inclusive, 
cuando se conoció esta noticia -creo que la señora Ministra habló en algún programa o medio de 
información- me llamó un muchacho de un paraje rural de Cerro Largo que me decía que había querido 
inscribirse en la ocasión anterior pero había quedado afuera y que ahora se daba esta oportunidad y 
quería saber cómo era. Me decía: "Yo tengo sexto año hecho dos veces. Pero no repetí. Lo que pasa 
es que no tenía otra alternativa, por lo que voluntariamente lo hice dos veces". 


(Diálogos) 
Es decir que hay gente a la que le interesa esta posibilidad. 


Con respecto a los ingresos en general, en Cerro Largo por lo menos se da una situación 
particular -no sé si es un mecanismo establecido- porque pareciera que existe un Comité que actúa 
con posterioridad a las pruebas. La señora Ministra me dice que se trata de una Junta de selección. 
Por lo tanto, quisiera saber qué criterios se utilizan, porque se supone que si hay una prueba, después 
no puede haber alguien que seleccione al que salvó la prueba. El que salvó la prueba la salvó y deberá 
entrar guste o no. De lo contrario, habría que hacer la selección antes. En Cerro Largo esto pasó hace 
un tiempo y la semana pasada también hubo casos que quedaron excluidos por una Junta de selección 
que se atribuye el papel de decidir por encima de las pruebas. Es como si en la enseñanza una 
persona se presentara a un concurso para ingresar y luego alguien le dijera que no por determinada 
razón. Tal vez me falta información sobre el asunto o bien hay algún criterio que no está bien. 


Quería hacer esta pregunta porque salió el tema y, si bien no es específico, considero que 
esta es una buena oportunidad para tener información. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Las Juntas de selección tienen el objetivo de estudiar todo el 
panorama, no solo la prueba física y teórica -eso sucedía hasta ahora- sino que también tienen relación 
con las necesidades del departamento. Esta es una materia de innovación y el señor Diputado sabe 
muy bien cómo se ingresaba a la Policía hasta esta Administración. 


De todos modos, hay que hacer ajustes. La prueba psicológica, resultaba un verdadero 
escollo. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Para compaginar toda la información de las pruebas se nombra una Junta Asesora que tiene 
en cuenta elementos que se pueden haber escapado a las pruebas y que tienen que ver con la 
realidad departamental. Pero también esto se está evaluando. Todo se está evaluando. 


En algunos departamentos -tal vez sea el caso del departamento del señor Diputado- son 
excesivamente estrictos y sin embargo en otros, de los que he leído los dictámenes, han actuado con 
profunda sabiduría, salvando a veces escollos de estrechez de quienes juzgan el desempeño de los 
postulantes. Entonces, si bien la actuación tal vez puede no ser perfecta en todos lados, por lo menos 
traen a tierra las cosas. Pero insto a los señores Legisladores y señoras Legisladoras a que en el caso 
de saber que existe abuso o un mal uso de la función, con fundamento se me haga conocer. Hasta 
tanto, a mí me es muyy difícil prejuzgar. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría hacer una reflexión ante la señora Ministra -quizás también fuera de 
actas- con relación a la incorporación de tecnología que el Ministerio tiene previsto realizar para el 
control del ingreso de los visitantes a los centros carcelarios. Descarto que a las autoridades del 
Ministerio y a la señora Ministra no se les escapa que el manejo de ese equipamiento también es un 
elemento de una delicadeza brutal. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Absolutamente. 


SEÑOR PENADÉS.- El Estado puede hacer un esfuerzo enorme en incorporarlo y a las veinticuatro 
horas, por haber estado mal enchufado un equipo, un cortocircuito puede haberlo roto. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Ya sucedió. 


SEÑOR PENADÉS..- Como ya pasó, quería preguntar a la señora Ministra si están pensando algún tipo 
de procedimiento, o la incorporación de profesionales que no tengan nada que ver con la relación y que 


la rotación no genere lo que se va a generar. Lo digo porque la señora Ministra nos expresaba recién 
que como producto del cambio de dos jerarcas en un establecimiento penitenciario cambió 
radicalmente el control sobre el ingreso de elementos tóxicos o droga a ese lugar. Como ahora se 
propone un tipo de tecnología que tiende a coartar el ingreso de una manera científica y reducir a la 
mínima posibilidad la discrecionalidad del funcionario que realiza el control, si no se tiene previsto que 
haya un mecanismo de control y fiscalización y quizás hasta una dependencia diferente a la de los 
propios jerarcas del centro carcelario, creando unidades que roten, lo que va a suceder es que esos 
instrumentos se pueden llegar a romper en veinticuatro horas, que se le acaben las baterías; en fin, 
todos conocemos cómo funciona el Estado. 


Me permito sugerir, además de la incorporación de ese arco de metal, la posibilidad de 
instalar un controlador de rayos equis, como los que todos conocemos que existen en los aeropuertos, 
por el que se pasan las cosas y al que está mirando no se le escapa nada; en una torta no puede 
entrar una lima ni un revólver nunca más. Si ante la realidad penitenciaria que existe en el Uruguay si 
no buscamos elementos de control eficiente, estos pueden ser elementos que duren veinticuatro horas 
o que sean hasta mal utilizados a propósito, haciendo que una inversión, un gasto y hasta un esfuerzo 
que se haga termine, como tantos otros en el pasado, desestimulado y hasta criticado por su mala 
aplicación. 


SEÑOR MOREIRA.- Nos alegra que estemos a punto de inaugurar 750 nuevas plazas en el Penal de 
Libertad. Voy a hacer dos o tres preguntas sobre distintos temas. 


En el Penal de Libertad se van a construir 40 celdas de máxima seguridad -supongo que 
será por "la isla" o por ahí- está la cárcel de acero, que actualmente existe y va a quedar, y el carcelaje, 
que son 750 plazas, de las que seguramente habrán eliminado alguna porque eran más, 980, casi 
1.000. Ya que se cuenta con tres ubicaciones diferentes en el mismo establecimiento carcelario, ¿no 
será posible establecer algún régimen de progresividad en el futuro de poder contar con tres unidades 
autónomas e independientes? 


Hay otra cosa que me ha llamado la atención, no porque no lo conociera pues inclusive se ha 
incrementado, y es la enorme diferencia que existe entre los índices de reincidencia de los presos 
liberados por la Justicia en la forma usual y aquellos que fueron liberados por la Ley de Humanización 
de Cárceles. No desconocemos que, naturalmente, allí no estaban todos los delitos, pero de cualquier 
modo nos parece una diferencia enorme, sideral, esta de un 60% a un 18% o 19%. Quisiera saber cuál 
es la razón de esto, si sucede no solo por la naturaleza y la gravedad de los delitos, sino porque hubo 
una actuación distinta por parte del Patronato, una contención posterior diferente. Pregunto si existe la 
posibilidad de trasladarlo, porque seguramente eso llevaría a un abatimiento muy grande de los 
índices de delincuencia. Me gustaría saber si, de alguna forma, podemos trasladar al resto ese 
tratamiento o seguimiento, la ayuda y la contención posterior, aunque yo sé que no es fácil hacerlo, 
porque aquí estamos hablando de alrededor de ochocientos reclusos y de la otra forma estaríamos 
hablando de siete mil; no sé exactamente cuántos se liberan anualmente. 


En cuanto a la construcción de las cárceles por concesión, quisiera saber la idea que se 
tiene. Esto se haría por los fondos votados en la Rendición de Cuentas, que a partir del 1? de enero 
van a estar disponibles. Si no recuerdo mal, ello se destinaría a Maldonado y para un módulo en el 
COMCAR. Rivera y Treinta y Tres se construirían con fondos presupuestales. Esto es algo muy 
novedoso, por lo que nos gustaría saber cuáles son las contrapartidas; con las asignaciones que 
había en la Rendición de Cuentas tenemos que saber para qué alcanzan esas contraprestaciones y 
esos pagos que tiene que hacer el Estado. 


En cuanto a las penas alternativas -aunque hay un borrador- por ser un tema bien 
importante, quisiéramos saber cuáles son las ideas que se están manejando. Recuerdo comentarios 
que hacía la Suprema Corte de Justicia respecto de la polémica que se generó en momentos en que la 
señora Ministra reclamó más penas alternativas y más procesamientos sin prisión. La Suprema Corte 
de Justicia decía que muchas veces no había medios para darle trabajo comunitario y otra serie de 
cosas, lo que hacía difícil la aplicación de la norma vigente. Me gustaría conocer qué se piensa en esa 
materia para tratar de facilitar la circunstancia de que haya menos privaciones de libertad a fin de no 
saturar e incrementar al hacinamiento del sistema carcelario, al cual se llegó en su momento. 


SEÑOR MINISTRA DEL INTERIOR.- Con respecto al planteamiento que formulara el señor Senador 
Penadés debo decir que es de absoluto recibo. La tecnología resulta importantísima pero también lo es 
la preparación de los funcionarios para su manejo. Ya nos ha pasado que se ha inutilizado tecnología 
que ya teníamos. Por lo tanto, en el proyecto de compra de tecnología se incluye la capacitación, y en 
el proyecto al que hice alusión sobre reingeniería de la organización penitenciaria, hablé de un equipo 
de informática que controle y contenga lo que va a ser el ingreso de tecnología fuerte. 


Comentábamos con la doctora que en Cabildo es donde mejor está marchando la tecnología 
que tenemos hasta ahora, tal vez porque es donde más la cuidan. Allí usan los detectores a los que el 
señor Senador Penadés hacía referencia, y como esa tecnología está bien cuidada y controlada da 
muy buenos resultados. Es donde mejor se usa y en donde más la cuidan. 


Con respecto a la progresividad, debo decir que esto tiene mucho que ver con el estudio que 
vamos a hacer sobre la construcción, las conexiones. La doctora ya ha hecho referencia al proyecto 
con la Comisión Andina de Fomento y también con el BID. Sobre todo en el proyecto con la Comisión 
Andina de Fomento, que es la que aportaría el diagnóstico de cómo organizar los módulos, podría 
perfectamente entrar la propuesta de incluir la progresividad. Creo que el proyecto que va a impulsar la 
Comisión Andina de Fomento, que nos va a permitir tener un diagnóstico y un proyecto a futuro de 
cómo debería ser coordinada la construcción, nos daría esa posibilidad. Inclusive, yo he visto proyectos 
que ellos han hecho; lo hacen en módulos. Ese mismo proyecto nos va a ayudar -y ya casi contesto la 
otra pregunta- a llevar adelante esta idea de asociación pública o privada de que estamos hablando 
para hacer estas construcciones. Ellos van a hacer el diagnóstico y nos harán la prospectiva de lo que 
necesitamos. Ya lo vi porque me trajeron un ejemplo y también allí van armando por módulos los 
servicios del propio sistema penitenciario, no sólo la infraestructura sino también los servicios de 
alimentación, de limpieza, etcétera. Además, el proyecto que presentan puede abarcar hasta a los 
propios funcionarios. 


Entonces, ahí está la negociación en que nosotros tendremos que decidir políticamente hasta 
qué etapa de ese proyecto queremos llegar. De esta forma, podremos atender la parte de 
progresividad. 


(Interrupción del señor Legislador Moreira) 


Sí, también. Pero esa es una discusión a resolver. Me olvido; mire, yo me quisiera olvidar de 
todo, sacarlo del Ministerio, pero como lo tengo, debo ocuparme. 


Ahí hay una decisión que tomar, pero creo que nos va a ayudar muchísimo el proyecto con la 
Comisión Andina de Fomento, que nos va a permitir tener una visión macro, global de hacia dónde 
queremos ir y luego iremos tomando las decisiones políticas que correspondan. 


La enorme diferencia entre la reincidencia común y la reincidencia en estas 824 liberaciones 
que realizamos, tiene que ver con lo que el señor Senador Moreira razonaba a continuación de su 
pregunta. Es decir, se trata no solamente de la característica del delito por el cual se liberó sino de la 
contención que tuvo ese recluso a su liberación, obligatoria por ley. Ustedes recordarán que la ley 
obligaba a contener, dar seguimiento, conseguir trabajo, etcétera. Eso garantizó que la reincidencia 
fuera baja, y ojalá que lo pudiéramos aplicar para el resto de los reclusos. Para lograr ese objetivo 
necesitaríamos más personal y hacer modificaciones legislativas. Recién comentaba por lo bajo con la 
doctora Rodríguez que estoy encantada con una experiencia sueca en este sentido. No quiero apurar 
este tema, pero adelanto que no cuesta demasiado dinero y es algo muy bueno. En Suecia, a 
instancias del propio Estado, se estimuló a los reclusos liberados con buena trayectoria y con una muy 
buena rehabilitación para que formaran grupos de apoyo. Se trata de una metodología parecida a la de 
Alcohólicos Anónimos o Narcóticos Anónimos. Todos los presos conocen el número de teléfono de la 
fundación, cuyo nombre es KRIS. Sé que estoy hablando de un país como Suecia y mi idea no es 
copiar el sistema. Conozco la experiencia con buenos resultados de varios de estos grupos que 
trabajan socialmente en este país. Entonces, no sé por qué no podría funcionar un grupo de inclusión y 
de sostén, que diera una mano a los reclusos liberados que voluntariamente recurran a él, porque una 
vez que están liberados no podemos obligarlos a participar. Está probado que cuando el liberado tiene 
sostén, oportunidades, contención y se atiende su situación, no reincide. El problema son todos los 


demás liberados que no tienen esta contención y que no tienen oportunidades de trabajo -porque el 
estigma social persiste- por lo que prácticamente son empujados a delinquir otra vez. 


Entonces, si hiciéramos las modificaciones legislativas necesarias para realizar esto y 
contáramos con los recursos necesarios a fin de llevar adelante propuestas como esta experiencia 
sueca que acabo de narrar -que me parece muy buena- podríamos llegar al ideal, es decir, que como 
sociedad no nos lavemos las manos. En definitiva, ese es el asunto. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Quiero decir que tuve la oportunidad de estar en Estocolmo con los dirigentes 
de la organización KRIS, que significa Criminales de Retorno a la Sociedad. Les aconsejo buscar esta 
organización en Internet; verán que está integrada por todos los países nórdicos y que es una 
experiencia increíble. Como nuestro sistema carcelario quedó interesado en esta propuesta, quedamos 
contactados con un chileno que integra el buró directivo de KRIS. 


Complementando lo que planteaba la señora Ministra en relación con las concesiones, como 
ustedes saben firmamos un convenio de cooperación con el Ministerio de Justicia chileno. En 
consecuencia, visitamos la experiencia de cárceles concesionadas, nos reunimos con la agencia de 
concesiones, tanto del Ministerio de Justicia como del de Obras Públicas. Preparamos un informe de 
misión elevado a las autoridades ministeriales, que contiene mucha información; si ustedes tienen 
interés, lo podemos enviar a la Secretaría a través del correo electrónico. 


Como planteaba la señora Ministra, en esa oportunidad pudimos apreciar diferentes grados 
de concesión y notamos las principales fallas, reconocidas por los propios chilenos, que tienen que ver 
con los estadios donde se concesionan los servicios de rehabilitación. Cabe aclarar que en el diseño 
de la construcción carcelaria y de los servicios hay gran participación del Estado. Es decir que 
concesionaron la construcción y el mantenimiento que, obviamente, es lo más caro. Por ejemplo, si se 
rompe una bombita, el Director del establecimiento llama a la empresa concesionaria, que es la que 
debe repararla. Debemos decir que funciona muy bien la tercerización de servicios de lavandería y de 
alimentación, que incluye mano de obra de los reclusos como parte del contrato. Por estos motivos es 
tan importante el diseño de los pliegos y trajimos todos los que se hicieron en Chile. Donde se produce 
la mayor falla es en los servicios de rehabilitación. Cuando uno va a los talleres espera encontrar a un 
80% o 90% de los presos trabajando, pero se encuentra sólo con tres o cuatro; cabe aclarar que los 
módulos son de doscientas personas. 


Quiero referirme a otro tema que no es menor. Tuvimos la suerte de que en ese momento en 
Chile también estuviera el contador Álvaro García, de la Corporación Nacional para el Desarrollo, quien 
nos ayudó en la entrevista porque me acompañaban dos policías y de economía conocemos muy 
poco. Ellos discutieron mucho de fórmulas y de pagos. El contador nos dijo que los precios, las cuotas 
y los cánones que se manejan, obviamente, exceden nuestra realidad. Básicamente, se trata de 
empresas francesas e italianas, en consorcio con empresas nacionales. Nosotros sospechamos que el 
mercado que tenemos para ofrecer en Uruguay, con un módulo en COMCAR y otro en Maldonado, no 
va a tentar a estas empresas. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría saber si ustedes pueden estimar el costo que implica para el Estado 
cada recluso en régimen de privación de libertad. Si lo supieran, me gustaría conocer -aunque sé que 
es muy difícil comparar- si este sistema significaría una erogación mayor o no. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El promedio mensual de gasto por recluso es de $ 7.509, incluidos los 
salarios de los funcionarios policiales. No recuerdo de memoria los costos del sistema chileno. Sí 
puedo decir que era muy importante el costo por recluso y el canon que cada seis meses el Estado 
debe pagar a la empresa; se trata de una concesión un poco extraña, porque el usuario es el Estado. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿En ese costo está incluida la custodia? 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- No, porque el personal es de Gendarmería. 


Como decía, cada seis meses el Estado debe pagar un canon por preso a la empresa 
privada. 


Además, casi todas las cárceles son de 1.678 plazas; se trata de establecimientos grandes, 
modulados. Si el Estado eleva ese cupo en una persona, debe pagar una multa. Esto provoca que 
esas cárceles funcionen bien, porque su capacidad está emparejada. El problema de las cárceles 
tradicionales es que están superpobladas. Esa es una de las críticas más fuertes que se hacen al 
sistema, sobre todo de parte de Naciones Unidas. En materia de concesiones, Naciones Unidas se ha 
pronunciado reiteradamente en contra; hace mucho tiempo que se pronunció en contra de las 
privatizaciones, pero también desaprueba los regímenes de concesiones mixtas. En este sentido, Elías 
Carranza, de ILANUD, siempre pone un ejemplo: las cárceles concesionadas mantienen su capacidad 
emparejada, pero obviamente, la concesión no puede operar sobre el sistema de justicia; esto hace 
que las cárceles tradicionales se vean sumamente hacinadas. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Este sistema termina siendo mucho más caro. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Chile ya lleva invertidos casi US$ 250:000.000 en la concesión carcelaria. 
Estas sumas nos superan, pero tenemos esta experiencia concreta para aprender. 


Ahora voy a referirme al proyecto de modificación de la Ley N* 17.726. Como ustedes saben, 
esta norma no solamente consagra alternativas sino que también hace una cantidad de modificaciones 
y ajustes al Código Penal, que exceden a lo alternativo. Cuando comenzamos a trabajar en el borrador 
de reforma con los doctores Preza y Cairoli -ambos Presidentes de las Comisiones de reforma que ya 
tienen pronto un anteproyecto para presentar en sus respectivas áreas- nos pareció importante 
considerar la ley en su conjunto, es decir, no sólo en lo que hace a penas sustitutivas sino también en 
lo relativo a la suspensión condicional de la pena y otros temas que importan, sobre todo, a los 
operadores del sistema judicial. 


Si tuviéramos que explicar sintéticamente la propuesta que contiene este primer borrador de 
trabajo, podríamos decir que se trata de establecer la preceptividad de la aplicación de medidas 
alternativas en los casos de delitos excarcelables y no hacerlo facultativo -como hoy se establece- y de 
erradicar todas las referencias subjetivas que la ley tiene, sobre todo la recurrencia al concepto de 
alarma pública, que es un concepto muy lábil y que hace que muchas veces el Fiscal sea el que 
establezca una limitación para aplicar la pena alternativa. También tiene que ver con la posibilidad de 
ampliar las penas alternativas, incorporando la posibilidad del monitoreo electrónico. En este sentido el 
Ministerio del Interior consultó a la Suprema Corte de Justicia para conocer su opinión respecto a la 
legalidad del uso del monitoreo. La Suprema Corte de Justicia se pronunció a favor, inclusive, con este 
marco normativo; entiende que con este marco ya podríamos comenzar. Por lo tanto, ahora estamos 
recibiendo las primeras pruebas de empresas que están trayendo las pulseras. 


Por otra parte, hay un tema bastante discutido que, además, es muy lindo en el ámbito 
académico. Me refiero a la discusión entre la Cátedra de Derecho Penal y la Cátedra de Derecho 
Laboral respecto a si el trabajo comunitario debe ser o no remunerado. Espero que el Ministerio del 
Interior se afilie a la Cátedra de Derecho Penal y a lo que nos enseñó el profesor Gonzalo Fernández 
en el sentido de que el trabajo comunitario como pena alternativa no puede ser remunerado. Cuando 
decimos esto se ponen de punta todos los laboralistas, pero entendemos que lo que estamos haciendo 
es, precisamente, sustituir la ficción de la pena privativa de libertad por una pena alternativa. Por eso 
entendemos que una de las reformas que la ley debe tener es que el trabajo comunitario no sea 
remunerado. De hecho, hace poco tiempo la Suprema Corte de Justicia estuvo en el Ministerio 
planteando la dificultad a la que se enfrenta ya que no se otorgan más trabajos comunitarios como 
penas alternativas porque hay que pagarlos. 


Evidentemente, no es sencillo encontrar ese ámbito. Por lo tanto, entendemos que esa sería 
una de las reformas que sería vital para dar mayor amplitud a las penas alternativas. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- En este último punto, además de lo que desarrollaba la doctora, 
creemos que lo que está haciendo la persona al trabajar es reparar el daño. Por lo tanto, no 


correspondería recibir remuneración a cambio. Pero eso es parte de los debates que tenemos 
pendientes y esperamos que esta Cámara pueda incluir. 


SEÑOR BERNINI.- Este cuadernito que tengo acá es el que uso cuando vengo a esta Comisión y lo 
estaba revisando. Lo bueno de tomar notas es que uno sabe de qué estábamos hablando en cada 
fecha. Realmente, lo que rompe los ojos es lo que han dicho la señora Ministra y su asesora -sobre lo 
que he escrito cuatro o cinco hojas- respecto a los logros concretos -quiero caracterizarlos como tales- 
muchos de ellos comprometidos, tal como figura en las hojas anteriores de mi cuaderno. Recuerdo 
cuando hablábamos de 1.040 plazas y de las dificultades que teníamos con el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, con el cumplimiento de los plazos, las famosas cuadrillas, los perimetrales. Por lo 
que dice la señora Ministra, hace pocos días se inauguraron 240 plazas y se van a inaugurar más de 
700 en los próximos días. Están los llamados a licitación para Rivera y Treinta y Tres, tal como se 
había aprobado en la Rendición de Cuentas. Pongo estos ejemplos, pero es innumerable -pasan 
largamente la decena- la cantidad de medidas concretas -algunas ya andando- de todo tipo. De alguna 
manera, se empezó a cosechar -todavía nos falta muchísimo, no estoy diciendo que estamos en 
Suecia- lo que se ha venido sembrando desde el inicio de este período. Esta Comisión tiene que 
atender realidades muy crudas -que todavía lo siguen siendo- pero que en la reunión del día de hoy 
haya surgido un informe con una batería tan grande de medidas, de acciones políticas, de 
resoluciones, de desafíos para establecer, vía legislativa, administrativa, presupuestal y convenios 
internacionales, con distintos ámbitos o instituciones del Estado -y más allá de él- en algunos casos 
hasta creativas -comparando con experiencias que no se trasladan mecánicamente sino que se 
adaptan a nuestras realidades- en lo personal, me da una tremenda satisfacción. Es más: estoy 
tentado a llamarla a una interpelación. En cualquier momento la voy a convocar. 


(Hilaridad) 


Lo que se está informando hace que uno sienta ganas de involucrarse en exclusividad con la 
tarea, porque es una de las cuestiones de fondo que este país tiene que asumir. La señora Ministra ha 
reiterado sistemáticamente que el problema de la seguridad ciudadana no es exclusivamente del 
Ministerio del Interior sino que lo tenemos que asumir como un problema global de la sociedad, y como 
tal tenemos que actuar en forma multidisciplinaria desde distintos Poderes del Estado y desde la 
sociedad civil. Tengo la satisfacción de que esa concepción se está viendo plasmada en acciones 
concretas, en proyectos, en elaboración y en ideas a profundizar 


Por lo tanto, quería hacer esta consideración. 


Humildemente, también quiero agregar que tengo un contacto con el Patronato que heredé 
de mi compañero Guillermo Chifflet y casi me tienen como un referente en el Parlamento. Hemos 
logrado aprobar un proyecto de ley que los involucra -ya tiene media sanción- y ahora está en el 
Senado. El señor Diputado Pablo Abdala lo sabe, porque debatimos profundamente el tema, aunque 
con la altura de siempre. Tengo en carpeta un proyecto de ley para permitir al Patronato que pueda 
contratar, porque lamentablemente no tiene forma de hacerlo y tiene que pedirle el favor a la iglesia 
anglicana o a distintas ONG para zafar de las cargas sociales. Con lo que ha significado el 
reflotamiento del Patronato -todavía faltan recursos, pero se han mejorado en forma comparada- más 
algunas acciones legislativas, y el hecho de que este tema sea patrimonio de la sociedad -que es lo 
que nos está faltando; tenemos que educar a la sociedad en una concepción de la seguridad 
ciudadana, y en este caso, en lo que significan las cárceles en el desarrollo de un proyecto- creo que 
podemos hacer mucha cosa buena. No tengo dudas de que desde acá, con el conjunto de los 
compañeros parlamentarios, vamos a estar permanentemente atentos para trabajar en lo que sea 
necesario, a fin de avanzar en esta batería de opciones que se nos han dado, que van a redundar en 
algo muy positivo. 


SEÑORA MINISTRA DEL INTERIOR.- Quiero darles las gracias y reiterar la invitación que les hemos 
formulado. Espero verlos el 14 de noviembre y el 6 y 10 de diciembre. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra y de su asesora. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 41) 
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